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De mi mayor consideración:
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le Abril de 2008

IESA DE ENTRADA
N°.y.f..̂ r,..Hs r. FIRMA....

Me dirijo a Uds. con el fin d/soucitar a la Cámara que

PER LEGISLATIVO
PRESIDENCIA

respecto del incumplimiento de la ley provincial N° 653 por parte de la Secretaría de
Comunicación Institucional, en el punto referido a la televisación de las sesiones legislativas.

La norma provincial fue aprobada el 02/12/2004 por la Legislatura
Provincial, promulgada el día 23 de tos mismos mes y año, y publicada en el Boletín Oficial
Provincial el 03 de enero de 2005. En ella se impone, mediante su artículo 11, que "las sesiones
de la Legislatura de la Provincia serán transmitidas por los medios masivos de comunicación del
Estado. Estos podrán, según la importancia del tema a tratar, transmitir en vivo las sesiones o
ubicarlas en la programación en horarios distintos al desarrollo del debate".

Como señalé en la acción judicial promovida que se adjunta, la
televisación de las sesiones fue concebida como uno de los mecanismos de acceso a la
información -en este caso funcional de la Legislatura- y, por lo tanto, incluida como articulado de
la ley específica que reglamenta el acceso a la información en Tierra del Fuego. En esta
inteligencia, los legisladores previeron la posibilidad de la transmisión simultánea, como lo fue en
el proceso de destitución del ex gobernador Mario Jorge Colazo, o en horarios diferidos.

En los inicios de una nueva gestión y en consecuencia de un nuevo
período legislativo, considero que la Cámara debe expedirse sobre la materia porque si bien la
acción judicial tuvo fallo favorable en primera instancia, existió una apelación de uno de los
legisladores que había asumido la representación de la Legislatura, con un rechazo explícito del
bloque ARI que entonces integraban los legisladores Manuel Raimbault y José Martínez.

Como representante legal del Sindicato de Prensa de Río Grande en
ese momento, actualmente como integrante de la comisión directiva de la Federación Argentina
de Trabajadores de Prensa, secretaria gremial de la filial Río Grande y, por sobre todo,
periodista, reitero los argumentos entonces esgrimidos respecto de la importancia en especial
para los ciudadanos de Río Grande, de acceder al debate que se lleva adelante en Ushuaia, por
los medios que el Estado dispone.

Destaco que a partir de la nueva conformación de la Cámara se han
observado varias señales de apertura y transparencia, desde la búsqueda de un edificio acorde
para la asistencia de público, la aprobación de la ley que impone el voto nominal, la convocatoria
a reuniones de comisión en la ciudad de Río Grande para facilitar el acceso de los sectores
interesados en el debate. Por lo tanto, confío en que se atienda el pedido a la brevedad, a fin de
que la Cámara en conjunto decida que corresponde exigir a la Secretaría de Comunicación
Institucional en este caso, que disponga los medios necesarios para dar cumplimiento a la ley
provincial N° 653.

LEGISLATURA PROVINCIAL
.íü Gr*n&fc

i otro particular, saludo a Uds. con la mayor atención.

Hs , Firma:
••""•--'•---•--- rr i ilm, ii.fc_J_

Fabiana Orqueda
Prosecretaría de Prensa FATPREN

Secretaria Gremial filial Río Grande
Periodista M.N. N* 14.457
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PRESENTAN AMICUS CURIAE

" Juez:

Fauiaiía GRQUEDA, cu su caiáctei Je Sccietviiia Gcncia] Jel Sindicato Je Prensa, Je Río

Grande, constituyendo domicilio procesal en Belakamain 281 de la Ciudad de Ushuaia, en el

expediente caratulado «PARTICIPACIÓN CIUDADANA y Osvaldo LÓPEZ $/Amparo»

(Expdte. 8874) que tramitan por ante este Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial

Je Ushuará, a V.S. impetuosamente iue presento y

1. OBJETO

Que vengo u piesentai uii csciito Je "aimcus cumie" en el que se sosteiiJiá, cii foima

coincidente con la posición adoptada por la actora, que la falta de televisación de las sesiones de

la Legislatura Provincial resulta contrario a lo dispuesto por Ley Provincial 653 (de Acceso a la

Información Pública) y que, por lo tanto, debe de darse cumplimiento legal y cese a la omisión.

Nuestra posición se fuá Ja en el mjuuaulc interés puulico que alcaliza este

incumplimiento, en donde se priva a la comunidad el acceso a la información sobre el proceder

funcional de los legisladores, del contenido, debates y la autoría de las resoluciones que se

adoptan en el seno de las sesiones legislativas.

2. LEGITIMACIÓN DE SIPREN PARA REALIZAR ESTA PRESENTACIÓN

El Sindicato de Piensa Je Rio GiaiiJe es una cimJau sui íínes Je lucro, con Juimcüio en

la Ciudad de Río Grande, cuyo objeto medular alcanza a la libertad de prensa (conf. copia del

Estatuto de la Asociación que se adjunta a la presente como Anexo "A", del cual dedaro bajo

juramento ser copia fiel de su original).

De aui surge claramente la potestad Je Sirieii para presentar este "ainicus cuiiac" en

defensa del "principio de legalidad" (arts. 19, 75 inc.13 de la Constitución Nacional y 30 de la

Convención Americana sobre Derechos Humanos), conforme al cual cualquier restricción a los

derechos reconocidos en la Constitución; en este caso el acceso a la información junto con la

publíciJáu uc ios actos Je gobierno.

Si bien el süiuicatü que represcuío se halla en trámite de inscripción gremial por ante

el Ministerio de Trabajo de la Nación, se destaca que tal como lo sostuviera el Juagado de

Primera Instancia del Trabajo de Río Grande, "Liminarmeníe cabe referir que lo preceptuado



por el art. 47 de la ley N° 23.551 al indicar 'Todo trabajador o asociación sindical que fuere

impedido u obstaculizado en el ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical ...

podrán recabar el amparo de estos derechos ante el tribunal judicial competente...' encuentra

apoyatura en su acceso al órgano jurisdiccional con el tratamiento que se efectúa por la

presente, en claro reconocimiento al derecho que se aduce conculcado".-

Entendió el Juzgado en la causa referida que a las entidades simplemente inscritas la

ley le otorga entre otras protecciones el derecho a la tutela sindical. "Estas asociaciones son

'sujeto de derecho', conforme io dispone el art. 46 del Código Civil y gozan del beneficio

mencionado precedentemente, pues la ley (art. 23) no condiciona los mismos, esto es los

derechos que le acuerda, a la circunstancia de efectuar la inscripción de la asociación".-

Admitiendo que la actora no contaba con "fuero sindical" en el sentido de ostentar un

cargo de representación en una entidad con personería gremial, aclaró que "ésta llevó a cabo

actividades de neto corte sindical tendientes a reclamar por mejores condiciones laborales que

a la postre culminó con una medida de fuerza" de lo cual aparecería evidente la vinculación

entre el despido y dichas actividades, lo que podría conducir a la nulidad del mismo. -

Ejemplifíca con el art. 47 del Código Civil, que otorga legitimación como existente a

la persona jurídica inscripta, con efecto retroactivo al tiempo que se verificó la fundación de

la misma, para aclarar -con cita de Ekmekdjian- que "el art. 14 bis de la Constitución

Nacional, al referirse que se le asegurará al trabajador '...organización sindical libre y

democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial', nos está

significando que el estado no otorga la personería al sindicato, ya que ésta nace en el

momento en que se concreta el acuerdo asociativo. Así sólo se requiere la inscripción en un

registro especial, al único efecto de la publicidad en beneficio de los terceros" lo cual, por otra

parte, es conteste con el Convenio 87 de la O.I.T., como así también con numerosa doctrina y

jurisprudencia que afirman "que el sindicato es una creación de los trabajadores, no de la ley y

éste se conforma con la decisión fundacional de los trabajadores sin ninguna limitación".-

Reafirma lo anterior con la cita del precedente "VELIZ" del Superior Tribunal de

Entre Ríos, que estableciera que "la constitución de una asociación gremial sólo requiere de la

decisión fundacional de los trabajadores cuyas voluntades concurren a formarla, sin otras

limitaciones que las establecidas legalmente ni condicionamientos de autorización previa, por

lo que aquéllas existen aún antes de su inscripción. Lo expuesto se fundamenta en los

principios de libertad y autonomía sindicales expresamente garantizados por los artículos 14

bis de la Constitución Nacional, 1° y 4 de la ley 23.551" (autos "FERNÁNDEZ, Norma

Alicia c/BIanco Nieve S.A.", expdte. 2702/06, interlocutoria 1872/06).-

3. ADMISIBILIDAD DE ESTA PRESENTACIÓN



Un memorial de "aniicus curiae", como el presente, ha sido definido contó "...tina

presentación ante el tribunal donde tramita un litigio judicial de terceros ajenos a esa disputa que

cuenten con un justificado interés en la resolución final del litigio, a fin de ofrecer opiniones

consideradas de trascendencia para la sustanciacíón del proceso en torno a la materia

controvertida. ..'*".

Si bien1 dicho instituto nú está previsto expresamente en la legislación procesal provincial,

existen fuertes razones para receptarlo en los procesos regidos por dicha ley. Así, se ha dicho que

"... La posibilidad de fundar decisiones judiciales en argumentos públicamente ponderados

constituye un factor suplementario de legitimidad de la actuación del Poder Judicial. La

presentación del amicus cunae apunta entonces a concretar una doble función; a) aporta!' ai

tribunal bajo cuyo examen se encuentra una disputa judicial de interés público argumentos u

opiniones que puedan servir como elementos de juicio para que aquél tome una decisión ilustrada

al respecto; y b) brindar carácter público a los argumentos empleados frente a una cuestión de

interés gcneíaí decidida por eí Pouei Judicial, ideii tincando claramente la toma uc posición dé los"

grupos interesados, y sometiendo a la consideración general las razones que el tribunal tendrá en

vista al adoptar y fundar su decisión..."2. Por tal razón, "... La falta de previsión normativa expresa

puede decidirse a favor de la admisión de esta figura en tanto constituye un medio procedimental

no prohibido lie ejercicio de la libertad ue expresión, del derecho a peticionar aiiie íiís

autoridades, y de reforzamiento del principio republicano de gobierno..."3.

aS, pílcdc SOSÍciicíSe que ... la pi'cScutáCiOü uci üfiUCüS CUÍittc íio pfOuüCc pcffUiClO

contra ninguna de las partes del litigio, ni tiene entidad para retardar o entorpecer el proceso. El

presentante no reviste carácter de parte, su posibilidad de actuación procesal se reduce al

agregado de la opinión que emita al expediente...''"4.

Debe leiicise en" cuenta, asimismo, lo dispuesto por el ait. 75 me. 22 de la Constitución,

que otorga jerarquía constitucional, entre otros, a la Convención Americana sobre Derechos

Humanos y además la aceptación de la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos. Así, el Reglamento de la Corte prevé, en su art 44.3 la posibilidad de presentarse en

calidad de áñliüus cuíiaé ante dicliO tíibuii¿tl. En Coiisecuéi'ícía, iio es íaiOiiaulé píolübif dicho

instituto ante los tribunales nacionales en los cuales -como ocurre en autos- se discute la

inteligencia de normas de la Convención Americana y autorizarlo en el procedimiento ante la

Corte Interamericana ante la cual se discuten las mismas cuestiones de hecho y de derecho'.



Esta institución ha sido incorporada en varios supuestos al derecho argentino. Así, en

primer lugar, en el an. 7 de la Ley n° 24.488, sobre inmunidad de jurisdicción de los Estados

extranjeros ante los tribunales argentinos, se establece lo siguiente: "(e)n el caso de una demanda

contra un Estado extranjero, el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y

Culto podrá expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho ante el tribunal

interviniente, en su carácter de 'amigo del tribunal"'.

Por su parte, la Ley n° 402, de Procedimientos ante el Tribunal Superior de la Gudad

Autónoma de Buenos Aires, publicada el 17//200Q, regula expresamente la institución del

"amicus curiae" en su art. 22: "Cualquier persona, puede presentarse en el proceso etí calidad de

asistente oficioso, hasta diez (10) días antes de la fecha de celebración de la audiencia [ante el

Tribunal Superior]. Su participación se limita a expresar una opinión fundamentada sobre el tema

en debate. El/la juez/a de trámite agrega la presentación del asistente oficioso al expediente y

queda a disposición de quienes participen en la audiencia. El asistente oficioso no reviste calidad

de parte ni puede asumir ninguno de los derechos procesales que corresponden a éstas. Las

opiniones o sugerencias del asistente oficioso tienen por objeto ilustrar al Tribunal y no tienen

ningún efecto vinculante con relación a éste. Su actuación no devéngala honorarios judiciales.

Todas las resoluciones del Tribunal son irrecurribles para el asistente oficioso. Agregada la

presentación, el Tribunal Superior, si lo considera pertinente, puede citar al asistente oficioso a fin

de que exponga su opinión en el acto de la audiencia, en forma previa a los alegatos de las

partes".

A su vez, la jurisprudencia de los tribunales federales ha autorizado la presentación de

memoriales bajo la invocación del amicus curiae. Así, por ejemplo, en la causa caratulada

"Hechos ocurridos en el ámbito de la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA)", la Sala II de

la Cámara Federal en lo Criminal y Correccional de la Capital, en pleno, resolvió6, en su decisión,

del 18.5.1995, aceptar la presentación de Organizaciones No Gubernamentales en la causa en

carácter de amicus curiae. Sintéticamente reseñados7, la Cámara fundó su decisión en los

siguientes argumentos:

- el papel de amicus curiae está reservado a organizaciones no gubernamentales que

persigan un interés válido y genuino en la cuestión discutida en la causa y acrediten una

especialización en el tema que allí se debate;

- debe tratarse de casos de amplio interés público;

- la intervención del amicus curiae se considera comprendida del art 44 de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos y en los Reglamentos de la Corte Interamerícana y del

Tribunal Europeo de Derechos Humanos;



- la -actuación dtíl aniiCUs' Curiae, liiiáíado cu principio a la esfera jurisdiccional

supranacional, se ha extendido a ámbitos locales con favorable acogida (la Cámara citó el ejemplo

de la jurisprudencia estadounidense).

En definitiva, una de las razones para la aceptación de este instituto en nuestro derecho

"... es la rica tradición de creaciones pretorianas de la jurisprudencia argentina. Desde 'Siri' y 'Kot*

hasta la Señalada JocUiiid de 'EKinekujiáií*, íiucSti'ús tübiuíalcs han iliatcado valias veces el

rumbo en materia de implementación de derechos y garantías fundamentales. Como vimos, no

sólo no hay rabones legales ni doctrinarias de peso para rechazar la figura del amicus curiae, sino

que su incorporación -sea por vía jurisprudencia, sea por vía legal- es altamente beneficiosa. La

segunda consideración iiene que vcir con la amplia cxpuiieucia estadounidense eii la i judería, en

especial cuando se trata de litigios pendientes de resolución ante la Corte Suprema de ese país. La

similitud de la estructura constitucional y del sistema de control de constitucionalidad han llevado

al reconocimiento casi unánime por parte de nuestra judicatura y doctrina de la relevancia de la

jurisprudencia estadounidense en inaLeiia de luicipieLaciúii Consútudünal. No se vt; eiilOiíCes por

qué razón se opondría la figura del amicus curiae a nuestra cultura jurídica, cuando aceptamos

entusiastamente otras prácticas, doctrinas y precedentes judiciales de aquel origen..."8.

El mismo tribunal ratificó posteriormente esta doctrina al reconocer como "amicus

curiae" a la asociación "Periodistas —Asociación para la Defensa del Periodismo Independíente-"

y a la "Federación Aigctuiíia de Ttyba'jadGifcs- de Pttiisa" en la cáttóa "Incidente de Tlioinaií

Catán", resuelta el 28/10/2002 (j.A. 2003-11-660). En dicha oportunidad, el tribunal fundó la

admisibilidad de la mencionada presentación en el hecho de que, a diferencia de otras causas en

que el tribunal no había aceptado la presentación de tales memoriales, en el caso no se planteaba

la necesidad de "... armonizar' la eolauoiacióü dcí aiílieus cuíiae con el derecho üe defensa del

imputado...". Ello era así, según la Cámara, en razón de que lo debatido en el caso escapaba a "...

cuestiones vinculadas a la atribución de responsabilidad de alguna persona. Por ello resulta

inaplicable en este contexto la necesidad de contar con el asentimiento del imputado, que ha

fundado el lechado de este upo Je presen (.aciones en las Causas recién citadas** (considerando 2").

Otros tribunales federales también han aceptado la intervención en el proceso de los "amicus

curiae*' (ver, para una reseña de dicha jurisprudencia, el artículo de Víctor Bazán, "El amicus

curiae, su incidencia en el debate judicial y la discusión acerca de la necesidad de interpositio

Icgislatoii» para >u auirusibilidad", publicado en J.A. 2003-11-997, especialiaéiite panto VI).

También ia Saiá II de ra Cámara Nacional de Casación Penal ha aceptado este tipo de

presentaciones (a pesar de no existir una regulación procesal específica al respecto) en el

expediente n° 2813, caratulado "Felicetti, Roberto", en el que admitió la presentación en carácter

de amicus curiae del Centro de Estudios Ilegales y Sociales (CELS), de la Asamblea Permanente



por los Derechos Humanos (APDH), del Movimiento Ecuménico de los Derechos Humanos

(MEDH), y de Abuelas de Plaza de Mayo y Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, quienes

fundaron su participación en las normas constitucionales de referencia, con más razón debe

admitirse esta intervención cuando el fundamento constitucional de esta participación ha sido

reconocido por el Máximo Tribunal.

En el caso específico de Tierra del Fuego, particularmente las Cámaras de Apelaciones ha

aceptado la admisibilidad formal de sus presentaciones en el mencionado carácter de "amicus

curiae" sin rechazo alguno hasta el presente.

También en el ámbito judicial provincial, se han aceptado las presentaciones de la ADC a

pesar de que, tal como ocurre en este caso, no existían disposiciones legales que las autorizaran

expresamente.

Así, en el caso "Klass, Ricardo Jorge s/ denuncia", expediente n° 2.512, la Sala Penal de

esa Cámara de Apelaciones declaró formalmente admisible la presentación de un escrito de

"amicus curiae" realizado por la ADC con los siguientes fundamentos que son directamente

aplicables a nuestro caso:

"... cabe expresar que este Tribunal no tiene reparos en aceptar el agregado de opiniones

que, con fundamentos jurídicos y reconocida idoneidad, trasmiten al proceso la interpretación

que consideran adecuada al caso, cuando este pueda contener cuestiones que, en principio,

pudieran involucrar la efectiva vigencia de garantías constitucionales y la misma defensa técnica

del imputado y éste, propician la presentación. En este aspecto no pueden ní deben desalentarse

tales manifestaciones, en la medida que ello colabora con la debida información y publicidad de

los actos propios del Poder Judicial" (voto del juez Muchník, considerando I; la cursiva ha sido

agregada).

En sentido coincidente su colega, el juez Tabarez Guerrero, dijo:

"... con relación a la presentación efectuada en términos de amicus curiae oportunamente

este Tribunal no rechazó la misma (ver fs.4£6). Desde ya estoy de acuerdo con el desarrollo

argumenta! expuesto en el voto del juez Muchnik".

En igual dirección se han aceptados sendas presentaciones realizadas por la Fundación

Poder Ciudadano ("Worman, Guillermo Pablo s/ amparo por mora", Expte. N° 4127) y la

Fundación de Ambiente y Recursos Naturales ("Raimbault, Manuel c/ Provincia de Tierra

del Fuego, Antartica e Islas del Atlántico Sur S/ Amparo). Asimismo, recientemente, se ha

producido una nueva presentación ante el expediente denominado **Kayén Publicidad S.R.L c.

Ramonee, Gabriel s/ daño moral"



*'A elio habría que agregar que esca figura ya ha sido receptada en ia esfera dei derecho

internacional de los derechos humanos y También encuentra precedentes en el derecho argentino

entre los que se destaca su admisión por la Cámara Federal en lo Criminal y Correccional de

Capital Federal en la causa 761 -hechos ocurridos en el ámbito de la Escuela de Mecánica de la

Armada.

oten este instituto no se encuentra expresamente previsto en nuestro ordenamiento

nrocesal local tamooco se encuentra nrohibido. Y. al respecto se ha dicho con acierto que *... Lai - i i • i *

falta de previsión normativa expresa puede decidirse a favor de la admisión de esta figura en tanto

constituye un medio procedimentat no prohibido de ejercicio de la libertad de expresión, del

derecho a peticionar ante las autoridades y de reforzamiento del principio republicano de

pobiemo...' (Martín Abrteím-Christian Courtis. Perspectivas v nosibilidades del amicus curiae en
î r \» ' I J 1

el derecho argentino, artículo publicado en 'La aplicación de los tratados sobre derechos

humanos por los tribunales locales*, pág.390, Editores del Puerto, 1° reimpresión, 2004)*..."

(considerando í I; la cursiva está en ei original),

Por su parte, en el caso "Cure!, Gastón y otros en Mansiiia Cueiío, Enrique y ocros c.

Municipalidad de Mendoza". la Sala í de la Suprema Corre de la Provincia de Mendosa declaró

recientemente la admisibilidad de un escrito de "amicus curiae" presentado, entre otros, por la

"Asamblea Permanente de Derechos Humanos". En el voto de la jueza Kemmelmajer de

Cariucci, se desarrollan interesantes consideraciones acerca ue los orígenes y finalidad de la cicada

institución ue a continuación se transcriben arcialmente:

n una UJiícepciuii amplia, ti aijucub cuiiitc es ia pcisoua que uitciviciic cu uii

para asistir al tribunal dando información sobre cuestiones de hecho o de derecho (Montoya.

Mario D., 'Amicus Curiae. Amigo de la Corte y casos', test, LA LEY, 1992-D, 1225); se trata de

un medio procesal adecuado para suministrara ¡os jueces xa mayor cantidad posible de elementos

de uicio ara dictar una sentencia usta.

ivuá Ciiácia que cii ct fíiuüúo üOiiuc la lia tcitiuO

desarrollo, la práctica actual tiene un significado distinto al tradicional. Ya no se trata de üustrar el

juez como amigo del tribunal sino de auspiciar, apoyar o promover la causa de uno de los

llagantes. En ia actualidad no se ie exige neutralidad. Sí se espera, en cambio, una inteligente

contribución sobre los problemas planteados por el caso, sobre su repercusión resnecto de

terceros y demás integrantes de la comunidad, aún a sabiendas de que el amicus es el amicus del

actor o del demandado (Cueto Rúa, Julio C, 'Acerca del amicus curiae*, LA LEY, 1988-D, 721;

conf. Sazán, Víctor, 'El amicus curiae, su incidencia en ei debate judicial y la discusión acerca de

la necesidad de internosirio legislatorís para su admisibilidad'. JA. 2003-TT-997: del mismo autor.

*A propósito de la viabilidad del amicus curiae pese a la inexistencia de previsión legal que lo



instaure', Rev. de D. Administrativo, año 15, 2003, p. 215; Pagés Lloverás, Roberto, 'E amicus

curiae', JA, 2004-1-803).

"Por mi parte, pienso que el amicus curiae puede ser útil para el tribunal en todos

aquellos casos en los que, como el planteado en este expediente, el tema constitucional planteado

excede el mero interés de las partes y configura materia socialmente sensible (Sola, Juan V-,

'Control judicial de constitucionalidad', Bs. As-, Ed. A. Perrot, 2001, p. 304)" (sentencia del

3.2.2006, publicada en LL Gran Cuyo 2006 -abril- 326; la cursiva ha sido agregada).

Tampoco la Corte Suprema de la Nación ha sido ajena a esta fuerte tendencia de autorizar

este tipo de presentación. Fue así que, en la causa "Provincia de San Luis v. Estado Nacional y

otros**, del 5/3/2003 (J.A. 2003-1-188), resolvió que "... la Corte, en el ámbito de la propuesta

conciliatoria en la que estaba ocupada, consideró conveniente oír a las asociaciones bancarias

involucradas, viabilizando así la intención de esas entidades de no mantenerse ajenas a un

conflicto generalizado que ya había sido expresada en la causa M.12 XXXVÍÍI 'Ministerio de

Economía y Banco Central de la República Argentina s/ apelación contra medidas cautelares'. En

consecuencia citó a una nueva audiencia y convocó a la Asociación de Bancos Argentinos —ABA-

, a la Asociación de Bancos Públicos y Privados de la República Argentina -ABAPRA- y a las

partes en este proceso para que concurrieran a ese acto..." (considerando 7°, voto de Jos jueces

Moliné O'Connor y IxSpez; en el mismo sentido se expresaron los restantes magistrados

interviníentes en la causa).

Ello significa que el Alto Tribunal había reconocido expresamente que, con base en las

amplias facultades instructorias que le concede el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de

la Nación aquel se encuentra facultado a escuchar la opinión de entidades las cuales, sin ser partes

en el proceso, puedan aportar una opinión autorizada respecto de la solución del caso. Ello no es

otra cosa que reconocer la existencia de la institución del "amicus curiae" en los juicios que se

llevan ante la justicia federal.

Tal reconocimiento de la admisibilidad del "amicus curiae" posee en la actualidad expreso

reconocimiento por parte del Alto Tribunal a través de la Acordada n° 28 (publicada el 20,7.2004)

en la cual resolvió:

"Que como un provechoso instrumento destinado, entre otros objetivos, a permitir la

participación ciudadana en la administración de justicia, el Tribunal considera apropiado que, en

las causas en trámite ante sus estrados y en que se ventilen asuntos de trascendencia institucional

o que resulten de interés público, se autorice a tomar intervención como Amigos del Tribunal a

terceros ajenos a las partes, que cuenten con una reconocida competencia sobre la cuestión

debatida y que demuestren un interés inequívoco en la resolución final del caso, a fin de que

ofrezcan argumentos de trascendencia para la decisión del asunto" (considerando 1°; la cursiva ha

sido agregada).



ix>s argumentos empíeauos en esa oporturnaaü para rutiuar su raciutau ue uictar xa cicada

Acordada también son relevantes oara demostrar aue la ausencia de una disoosición legislativa
L A t U

expresa no es un obstáculo para resolver a favor de la admisibilidad de este tipo de

presentaciones ante V.E.:

"Que desde su constitución en 1863, durante codo su ulterior funcionamiento y hasta la

más reciente legislación sancionada por el Congreso de la Nación, le han sido reconocidas a esta

Corte las atribuciones necesarias para dictar reglamentos como el presente. En efecto, la ley 48,

del 14 de septiembre de 1863, previo que *La Corte Suprema podrá establecer los reglamentos

necesarios para la ordenada tramitación de ¡os pleitos, con tai que no seaii repugnantes a las

nrescriociones de la lev de nrocedimientos' fart. 1fft. La lev 4055. del 11 de enero de 1902.t i ¿ i \ ¿ *

concordemente reiteró que 'La Suprema Corte ejercerá superintendencia...debiendo dictar los

reglamentos convenientes para procurar la mejor administración de justicia* (art. 10). Por último,

la ley 25.4SS de reformas al Código Procesal Civil y Comercial de ia Nación, del ly de noviembre

de 2001. exDresamenre dismiso oue *La Corte Suprema de iusricia de la Nación queda facultadai t i i i i

para dictar las medidas reglamentarias y todas las que considere adecuadas para el mejor

cumplimiento de las normas y fines de esta reforma' (art. 4°, 2° párrafo). En las condiciones

expresadas y sobre la base de que la figura que se trata, lejos de repugnar a las normas procesales,

ha sido admitida por el Congreso de la Nación para ciertas situaciones especiales (leyes 24.488 y

25.875), en ejercicio de las atribuciones indicadas y con particular referencia a las causas en

trámite por ante esta Corte y sometidas a su jurisdicción originaria o apelada, corresponde

autorizar la intervención de Amigos del 'i'iibunaí, con arreglo ai reglamento que, como anexo,

forma narre intepranre de este acuerdo" (considerando 3°).

fui tuau tu expuesto, corresputiue aaej/iar iit puyiumaau uc que, cu casos cuino ti uc

autos en que se discute una cuestión institucional de trascendencia, puedan intervenir ante V.E.

personas que, a pesar de no ser parte en el proceso, estén en condiciones de ofrecer argumentos

sólidos y relevantes para coadyuvara una correcta solución del caso.

No queda duda, por úítino, que en tí¡ cuso se encuentran satisfechos ios revLíiííces

reauisitos exigidos normalmente oara aceofar la admisibilidad de la nresentación de escritos de
J. U I I I

"arnicus curiae".

Asi, eií pniiici iugai', y¿ cuesüoií discuuua uívoiüda üii "víuipíiü iiíierés publico" ya que

resulta evidmte ÜHÍ: Jos planteos formulados por el actor en su acción (el derecho 3 contar ron

información sobre la operatoria funcional de la Legislatura, junto con el conocimiento del sentido

de los votos de los parlamentarios y los argumentos utilizados tanto en favor, como en contra de

ü*ci.cmuiiüdLií> jjLoyccÚJí* de ley), ujiíMiiuyc un aspcciu ceiuial de nucsiiu csiádu de deiccliu. A

esto se suma que explícitamente se encuentra contemplado por ley provincial, de allí la expresa

omisión e incumplimiento.



Por otra parte, tampoco existe en el caso una posible afectación al derecho de defensa de

un imputado lo cual, tal como se recordó en el citado caso "Catán", había servido de fundamento

en otros casos para rechazar la admisibilidad formal de presentaciones realizadas en calidad de

"amicus curiae".

Finalmente, tal como surge del escrito que se ha acompañado a esta presentación, la

intervención de la XXX cuenta con la expresa autorización del demandado y de su abogado

patrocinante.

4. ANTECEDENTES DEL CASO

Con fecha 02/12/2004 la Legislatura Provincial sancionó la ley 653, sobre acceso a la

información pública, la que fuera promulgada el día 23 de los mismos mes y año, y publicada en

el Boletín Oficial Provincial el 03 de enero de 2005.-

En la misma norma se impone, mediante su artículo 11, que "Las sesiones de la

Legislatura de la Provincia serán transmitidas por los medios masivos de comunicación del

Estado. Éstos podrán, según la importancia del tema a tratar, transmitir en vivo las sesiones o

ubicarlas en la programación en horarios distintos al desarrollo del debate".-

Como se advierte, la telcvisación de las sesiones fue concebida como uno de los

mecanismos de acceso a la información -en éste caso funcional de la legislatura- y, por lo tanto,

incluida como articulado de la ley específica que reglamenta el acceso a la información en Tierra

del Fuego. En esta inteligencia, los legisladores previeron la posibilidad de la transmisión

simultánea, como lo fue en el proceso de destitución del ex gobernador Mario Jorge Colazo, o en

horarios diferidos.

En los considerandos de la mencionada ley, los legisladores, por voto unánime, adoptaron

con los siguientes argumentos:

"La desinformación c información inexacta, ambigua o inoportuna afectan

sustancialmente la calidad de la participación pública y de la. elección de las vías apropiadas para

peticionar a las autoridades, proceder a la defensa de los derechos involucrados, contribuir a

ofrecer soluciones a determinada problemática y la operatividad del control ciudadano en cuanto

a la rendición de cuentas exigible a los administradores de la cosa pública. Por otra parte, la

libertad de expresión no se agota en la prensa y en los medios distintos de ella, abarcando el libre

acceso a las fuentes de información, extensivo al público en general en cuanto derecho a que las

fuentes sean abiertas, públicas, veraces y accesibles (conf. entre otros Badeni, Gregorio,

Instituciones de derecho constitucionaI,T.I, Ed. Ad-Hoc, Bs. As., 1997, pag. 320; Bídart Campos,

Manual de ia constitución reformada, T. II, Ed. Ediar, Bs. As., 1998, pag. 15, Carlos Santiago

Niño, Fundamentos de Derecho Constitucional, Ed, Astrea, Bs. As., 2000, pag. 260 y ss).



A su ve¿ cu a sentencia ictaa poi .. en ionio a eieio e acceso a la

("Worman. Guillermo Pablo s/ amparo por mora". Kxpre. N° 4127) se ha sostenido que "F,l

régimen republicano de gobierno contiene en su esencia el principio de la publicidad de los actos

de gobierno, la discusión amplia de los mismos y la comunicación constante de los mandatarios

el p'ütuiu que los hvi

ouuie ci panicuiai na eApicsauu ci mimsmj uc la V^UILC oupxcuw uc justicia

Fayt: "El derecho a la información sobre los actos públicos (arts. 14 y 32 de la Constitución

Nacional), inherente al sistema republicano y a la publicidad de los actos de gobierno, es

preexistente, a la incorporación del hábeas data en nuestra Ley Fundamental" (Autos: Urteaga,

Facundo Raúi e/' Estado Nacional - Estado Mayor Conjunto de las FF.AA..- s/amparo ley

1í».9W>. Tomo: 371 Folio: 27IV7 TCef.! Hábeas díítít. Sisi-prna rermblirítno. Mayoría: NaTinrertni j •>

Moliné O'Connor. Disidencia: Abstención: 15/10/1998).

La ratio leéis de la ley provincial n° 653 es lograr la transparencia pública y la seguridad

jurídica. Tiene como fundamento el principio de legalidad al que debe sujetarse la actuación de

ios óigailus escúdales del Estado y sus entidades, la publicidad que debe picsiuii a los acios de

pobierno. procurando la transnarencia de la f^stión nública v su control".

lili 1US JJUIÚUS SIgUlCIHCS 'ampuaiCIIlOS IOS lUIlUiUllClilOS CU L-UilllíU ai SC11UUU y ViWOl UCi

acceso a la información pública, la libertad de expresión y la publicidad de los actos de gobierno

dentro del sistema republicano de gobierno.

Sin embargo, mediante esta acción, el SíPrcn no pretende participar en el debate

relacionado con los horarios de la programación de la televisión pública provincia], sino, por el

la iieccsidau ue que la pouiaciuu se citcucnuc ai taiiiu uc in lauoi uc sus lepieseiiLames.

En efecLu, iiuesiia uueiiciun se cciiua cu apoitai a V.̂ . ciciiicuius uc cousiüciat-ioii cii

torno al acceso a la información y la transparencia de los actos de gobierno. Rn tal sentido la

Corte Interamerícana de Derechos Humanos en el Extracto Opinión Consultiva N° 5 ha

j\j. n/i aiucunj iy ¡en rejervnaa a ut ^onvcnuvn smjtmarut ae iservt'w* inumunos) sciiaia tjue Ja

libertad de pensamiento y expresión "comprende la libertad de buscar, recibir y difundir

informaciones e ideas de toda índole..." Esos términos establecen literalmente que quienes están

bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio

pciisvuiiicuiu, sino Lamuieu ci uciecluj y ia iiueiiau ue buscaí, icciuii y uiíuuuii informaciones c

ideas de toda índole. Por tanto, cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de. un

individuo, no sólo es el derecho de ese individuo el que está siendo violado, sino también eí

derecho de todos a "recibir11 informaciones e ideas, de donde resulta que el derecho protegido



por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter especiales. Se ponen así de manifiesto las dos

dimensiones de la libertad de expresión. En efecto, ésta requiere, por un lado, que nadie sea

arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por

tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a

recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno.

"32. En su dimensión social la libertad de expresión es un medio para el intercambio de

ideas e informaciones y para la comunicación masiva entre los seres humanos. Así como

comprende el derecho de cada uno a tratar de comunicar a los otros sus propios puntos de vista

implica también el derecho de todos a conocer opiniones y noticias. Para el ciudadano común

tiene tanta importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la información de que disponen

otros como el derecho a difundir la propia.

"33.Las dos dimensiones mencionadas (supra 30) de la libertad de expresión deben ser

garantizadas simultáneamente. No sería lícito invocar el derecho de la sociedad a estar informada

verazmente para fundamentar un régimen de censura previa supuestamente destinado a eliminar

las informaciones que serían falsas a criterio del censor. Chorno tampoco sería admisible que,

sobre la base del derecho a difundir informaciones e ideas, se constituyeran monopolios públicos

o privados sobre los medios de comunicación para intentar moldear la opinión pública según un

solo punto de vista".

6. FUNDAMENTOS DE ESTA PRESENTACIÓN

6.1. La importancia fundamental del principio de acceso a la información en ámbitos

legislativos y su relación intrínseca con la publicidad de sus actos.

Un principio fundante de los Estados democráticos es la verificación permanente de la

voluntad política de la ciudadanía9. Si hacemos mención a este principio es precisamente porque

el parlamento es el espacio institucional que por excelencia representa el ejercicio de la voluntad

ciudadana. Resulta ineludible citar a Mariano Moreno, en cuanto a sus conceptos vinculados a la

relación entre representados y representantes:" El pueblo tiene derecho a saber la conducta de sus

representantes, y el honor de éstos se interesa en que todos conozcan la execración de con que

miran aquellas reservas y misterios inventados por el poder para cubrir los delitos. El pueblo no

debe contentarse con que sus jefes obren bien, debe aspirar a que nunca puedan obrar mal. Para

el logro de tan justos deseos es imprescindible la publicación y difusión de los actos de gobierno".

A los fines de la comprensión de este derecho, es necesario hacer algunas distinciones

conceptuales. En primer lugar, el libre acceso a la información no es el equivalente a la

"publicidad de los actos de gobierno". Este es uno de los principios básicos del sistema

republicano y su contenido está dado por la obligación del Kstado de dar a conocer sus propias

decisiones: leyes, reglamentos, resoluciones, etc. El libre acceso a la información, en cambio, es el
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uéieciiü ue cuaiquiei peisoiia a acceuei a uiiuimacion puOiica seieceiuuaua poi el propio

interesado10.

El fundamento teórico para acceder libremente a la información se basa en la naturaleza

pública de la misma. Se trata de información relevante a la vida y a las decisiones que afectan a la

coraumüau en su ixm junio.

Ahora bien, tal como resulta del artículo 1 de la Constitución Nacional, la Nación

Argentina adopta como forma de gobierno a la representativa republicana federal. Si nos

detenemos en el carácter representativo puede observarse que supone que el titular primigenio

de ia soberanía ~«Í pueblo- delega su ejercicio en representantes que designa ai efecto11. En

nwmlr» oí í"*rí>rtf*r tv»rmKl»/-<mrt (*\n rmm/^rr» v fvmHíinvint>í»l Ap rfH-mhlin» /*<? "«»f /wW/Vv//»"
- T ' • • O r - - j ••- - -- - - • r - - - £ - - '

la cosa de todos, en la cual todos (es decir, el pueblo) tienen derecho a decidir. Sus rasgos

característicos son: a) provisión de los cargos públicos mediante el sufragio; b) responsabilidad de

los íunuuiiarKJS; e) periuuivauau Je ¿os uaigus; u) división uc poileies^ y e) puuitciuau úe los actos

de gobierno12. Tratándose de la publicidad de los actos de gobierno, resulta evidente que implica

la obligación de comunicar a los ciudadanos, en forma efectiva, las decisiones que han tomado

quienes ocupan cargos públicos en ejercicio de función legislativa, ejecutiva o jurisdiccional. La

puuuuuau funuona, auemás, ixniio mía vía úe touiíul üe lo» actus ue gouieino, gaiaiiu¿.anuo a

los ciudadanos el correcto ejercicio de la función pública por quienes han asumido la

responsabilidad de desempeñar tal tarea.

Si vinculamos la publicidad de los actos de gobierno con el sistema de frenos y

(-.unuapcsui» 4uc iuucuiiHi las i unciones uc ILIS Lict» j.j(jucics csiaiaics poucmus cuiisiaiai que xa

democracia asegura dos vías de control del poder: el imrapoderes. mediante la distribución de

funciones y competencias entre los poderes ejecutivo, legislativo y judicial; y el control por parte

de la sociedad civil, que por medio del acceso a la información puede controlarlos participando

trfecúvainciuc úc la viua púuiíca. A su ve/. JJDI cj pmicipiu uc puuiiuuau úc sus aeius, la

administración pública tiene la obligación de faciÜTar al particular el conocimiento de toda aquella

información que no tenga carácter secreto o reservado. Esto otorga transparencia a sus decisiones

y a su gestión.

Nú ucue ulviuaise que la puuueiuau se presenta aueiuas euuio mi ucucí ue ias auiuiiuaucs

v no como una orerropativa de éstas; ñor esre motivf> no podría ouedar iamás reservada a la
v i <.J - i i i l

voluntad discrecional de quienes ocupan cargos públicos, correspondiendo al legislador establecer

los casos en que aquella deba ser restringida. Sin embargo, uno de los problemas que afectan a

nuestro país es ia denominada "cultura del secreto". Ésta se presenta como rúente generadora de



corrupción que atenta contra la legitimidad de las instituciones públicas y conspira contra la paz

social Por este motivo es que el diseño institucional de una República democrática exige la

ímplementación de herramientas que fomenten la transparencia de la actividad de quienes ocupan

cargos públicos.

La información a la que se refiere "el derecho al acceso a la información pública" es todo aquel

mensaje cuyo contenido es de incumbencia de todos los ciudadanos, y por ello, en principio, debe

ser conocida por todos. El Derecho protege la publicidad y la Ubre circulación de la información,

a fin de que sea accesible a todos en forma efectiva. Ahora bien, para que la información pública

pueda realmente permitir que el derecho que a ella se refiere ejercite todas sus virtualidades debe

ser completa, adecuada y fundamentalmente veraz. Asimismo debe ser oportuna, es decir,

obtenida en un lapso conveniente, dado que la dilación en su entrega puede tomar inútil su

posesión.

Si bien nuestra Constitución Nacional de 1853-60 no reconoce de manera expresa el

derecho de acceso a la información pública, en su artículo 33 establece "Las declaraciones, derechos y

garantías que enumera ¡a Constitución, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantios no

enumerados; pero que nacen del principio de la soberanía delpuebloy de la forma republicana de gobierno". De

esta manera consagra la existencia de los denominados derechos implícitos entre los cuales puede

incluirse al derecho al acceso a la información pública. A su vez, la Reforma Constitucional de

1994 otorga carta de ciudadanía plena a este derecho por el artículo 75 inciso 22 que entre los

Tratados internacionales de Derechos Humanos que incorpora con jerarquía constitucional

incluye algunos que cuentan con normas expresas, como ser:

a) Declaración Universal de Derechos Humanos: establece en su artículo 19: " Todo

individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de

sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin ¡imitación de fronteras, por

cualquier medio de expresión".

b) Convención Americana sobre Derechos Humanos: en su artículo 13 inciso 1 establece:

"Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad

buscar, recibiry difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por

escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección ".

c) Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: no establece

expresamente el derecho de acceso a la información, pero en su Preámbulo declara que "...no

puede realizarse el ideal del ser humano Ubre a menos que se creen las condiciones que permitan a cada persona

go%ar de sus derechos económicos, sociales y atlturales, tanto como de sus derechos aviles y políticos..." .

Justamente el derecho de acceso a la información pública se trata de un derecho que puede ser

entendido como condición del goce de derechos fundamentales.

d) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: el artículo 19 inciso 2 establece:

"toda persona tiene derecho a ¿a libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibiry
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uiftinúij mjvimwwnm e titeas UG ivuu índole, M» ivnsíuvruwía uc fivnieius, ju MU vraimcnit;, Jjvr CSLTÜU v en

forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de ,w elecdón"

Por último, nuestra Constitución Nacional contiene algunos artículos en los cuales hace

referencia expresa a la publicidad y a la información. El artículo 38 dispone que "...los partidos

uiw* ueuejrt aarufíiauau uví orgen ji uemu ut ¿munuuijiart/xiunio. aiucuo pul su UÜ

establece que: "...las autoridades proveerán.,., a la información ambientar'', el artículo 42 alude

expresamente a la información al establecer que "...¡os consumidores y usuarios de bienesy servidos tienen

derecho, en la relación de consumo, ..... a una información adecuada y veraq.,.." y, por último, el artículo 43

que reiíeie a la acción ue habeas oaia.

Constituye una circunstancia que debemos destacar que el derecho al acceso a la

información pública no solamente se ha incorporado al derecho argentino por la vía de las

normas constitucionales, también ha comenzado a hacerlo por la vía de las prácticas de los

jueces13 y, de modo incipiente, por las prácticas del Congreso Nacional11 y los parlamentos

15proyectos con estado parlamentario sobre este tema1.

.. priujipio genera e cornia ue us

ublicidad.

ce goneniu y su icjaciii culi a

El Derecho de acceso a la información constituye una herramienta legal que coadyuva a la

transparencia de los actos del Estado. Asimismo, opera como un medio de fiscalización y

participación efectiva üe LOÜUS los scciuies de la sociedad.

Rl Poder leiñslativo serán nuestro diseño constitucional renrefienfa ñor excelencia el ideal\j «j i t

democrático de autogobierno del pueblo y es el lugar donde están representadas tanto las

mayorías como las minorías. El hacer de los legisladores se traduce fundamentalmente en las



leyes que producen. Ahora bien, el proceso de producción de las leyes cuenta con varios

elementos. El conocimiento de los mismos resulta esencial y requiere la posibilidad de acceder a

ellos. Esto resulta lógico: difícilmente se puede ejercer control sobre el funcionamiento de los

poderes si no podemos conocer cómo funcionan.

La publicidad, entonces, resulta un vector trascendente en lo que se refiere a "medidas

preventivas" de hechos y actos de corrupción, en tanto lo que implica como contrapartida es una

amplía información a la comunidad de los actos estatales, fundamentalmente en forma previa a la

adopción de la decisión gubernamental, lo que se traduce en un control social ininterrumpido que

genera consensos comunitarios permanentes, a partir de una rendición de cuentas periódica y no

meramente limitada a la coyuntura electoral. Desde esta perspectiva, no solo entonces que se

previene la corrupción, sino que se afianza la democracia y las instituciones que la integran.

Los fundadores de Estados Unidos reconocían la relación que hay entre la democracia, la

rendición de cuentas y el acceso a la información gubernamental. James Madison, que luego

llegaría a ser el cuarto presidente de los EEUU, captó la importancia de esta relación en su

frecuentemente citada advertencia: "Un gobierno popular sin información popular o los medios

para adquirirla, no es sino un prólogo de una farsa o una tragedia o, tal vez, de ambas a la vez" tó.

En sentido concordante, la Fiscalía de Estado provincial sostuvo en su dictamen 12/03

que "tanto la doctrina como la jurisprudencia sostiene que la publicidad de los actos de gobierno,

constituye uno de los requisitos vinculados a la forma república de gobierno, consagrada en el ya

citado artículo 1° de nuestra Constitución Provincial y su similar de la Constitución Nacional".

Pero, por si no alcanzaré la claridad del referido dictamen, continúa con la ilustración doctrinaria

que se cita en la pluma de Miguel Ángel Ekmekdijan al mencionar que "d) Publicidad de los actos

de gobierno. Este es un requisito esencial de todos los actos emanados de cualquier

órgano del Estado (las negritas son nuestras).

Publicidad, en este contexto, significa que tales actos deben ser comunicados a la opinión

pública, para que los ciudadanos tengan la posibilidad de tomar conocimiento de aquéllos, de su

contenido, de su gestación y de su concreción, para ejercer el control del poder que les

compete (las negritas fueron de la Fiscalía de Estado, Dictamen 12/03.-).

Seguidamente a la doctrina mencionada, la Fiscalía de Estado abunda en la

afirmación del principio de publicación de los actos de gobierno, citando para ello a

Germán J. Bidart Campos, Néstor Pedro Sagúes, Helio Juan Zarina, González Calderón,

Estela B. Sacristán, Carlos Salvadores de Arzuaga, entre otros. En relación a la

jurisprudencia consultada, la Fiscalía de Estado se refiere a:

CS., 1988/05/12, La Buenos Aires , Cía, de seguros c. Petroquímica Bahía

Blanca, S.A., D.j.,1989-2-146;



ú Contencioso administrativo, Sala I, Í998/Í1/OÓ, Finmeccaniea

A tenia FÜfusa r. Ministerín de Defensa T.A I.RY. 1QOQ-R. S17 ron notí» dei j

redacción - LA LEY, 2QOO-Q \, con nota de Laura M Monti).

CNFED Contencioso Administrativo, Sala IV, 1995/11/15, Edesur S. A.

C.Defcnsui ucl rueuío ue la Nación, LA LKY, Í396-D, 76, con uóia úe Koiácio D. Cié'u

Bav-OK1996-2-484X
- *j - '

ST Chubut, 1995/09/12, Cámara Criminal de Estjuel en : Diario Crónica,

ED, 165-303).

Así pues, habiendo mencionado tanto la doctrina como al jurisprudencia

utilizada la F.E., concuerdo en un todo con la afirmación de "resulta lo suficientemente

iíubiíaiiva p»t<* cunipiciiucí i«* icicvan îa usigiiaua -A 10. puuucmau uc »u» avio» uc

gobierno, en qué consiste dicho principio y cual es la finalidad perseguida, y por

último, cuales son algunos de los mecanismos mediante los que dicho principio se

puede hacer efectivo~(el destacado es de la F.E.).

u.o IAI» cuusecucucias ut: la cuiLui'd uc tas

t'Jl Ct-LC lAJHLCXLO UC 111^U1U]H11J11C11HJ, SC }LIÍtUlli.(t l'd plCStllLC (jplllloll til LU111U U lab

consecuencias comunitarias! e institucionales y la necesidad de dar por fin a la omisión de

responsabilidad.

Ai electo ue ios análisis es necesario uotai ^ue ei incuiiipmiiieiiio acjuí plauícaúo rv^ina^e

c,i derecho cnntmidh en d Pacto de. San ÍAW de C.nxta Rira. fon ierarauía cmüituáfmal dttsde 1994 en la¿ s ¿

Argentina, que establece que el derecho a ¿a libertad de pensamiento y de expresión comprende "la libertad de

buswr, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole,,,', En este sentido, mtre los derechos

humanos establéenlos imeniauoimiiiieme, al tlerecliu a la uiíoimación se le Ira uauo paiíieuliti

énfasis v nnesro psner.íal midado ftn expresar formalmente su nroterrión. Tnnlnso. la

Organización de las Naciones Unidas ha sostenido que el mismo "es un derecho fundamental

del hombre y piedra de toque de todas las libertades"17.

use üeicciio humano a la Imoiiiiacióii, busca lesgumuai, explícuaiJieiiLe, la posibiliJaü

eme las oersonas tenpan "la libertad de buscar, recibir v difundir informaciones e ideas íie toda
1 L <^J ' J

índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística

o por cualquier otro procedimiento de su elección"1*. Además, como lo ha afirmado la Corte

Suprema nacional, este "üeiccho ue uiíoiuiücioii, úe uautiiale^a muí vidual, adquiere conexión ue

sentido con el derecho a la información, de naturaleza social, al parantÍ7ar a roda oerftona elt-/ i

conocimiento y la participación en todo cuanto se relaciona con los procesos políticos,



gubernamentales y administrativos"19. La información, en definitiva, es un bien individual y social

simultáneamente que es esencial a la soberanía del pueblo y al sistema democrático republicano,

en el que los mandatarios tienen el deber de hacer conocer de sus actos a los mandantes.

Sin embargo, la falta de televisación en tiempo y forma genera incumplimientos asociados

ya que "una información adecuada y brindada en tiempo propio, es básica a los fines de generar

una sana opinión desarrollada desde un juicio crítico que se debe educar" M. Hay que agregar,

coincidiendo con la Relatoría para la Libertad de Expresión de la CIDH cuando, en su Informe

del año 2001, manifiesta que "el derecho de acceso a la información es un requisito indispensable

para el funcionamiento mismo de la democracia. En un sistema democrático representativo y

participativo, la ciudadanía ejerce sus derechos constitucionales de participación política,

votación, educación y asociación entre otros, a través de una amplia libertad de expresión y de un

libre acceso a información."21. De esta manera no puede haber participación democrática

responsable, si no existe una sociedad informada. Y, quizás, la acción de ocultamiento aquí

planteada podría promover este objetivo: la promoción de una sociedad sin información

para controlar.

Pero la característica fundamental de la información, es que además de su valor propio o

intrínseco, puede ser también utilizada, como un medio para el ejercicio de otros derechos, para

llevar a cabo la fiscalización y el control institucional y el adecuado ejercicio de la participación

comunitaria.

6.4 La inexistencia del poder de veto u otra forma de oposición.

Resulta válido mencionar que la Ley de Acceso a la Información Pública fue votada por

unanimidad. También que no fue vetada, ní total ni parcialmente, por el Poder Ejecutivo.

De aquí podría destacarse que ninguno de los bloques políticos advirtió dificultad alguna

para aprobar su articulado, como tampoco lo hizo el área responsable de la administración del

sistema de radio y televisión pública provincial.

Debe destacar, a su vez, que el nivel de producción de contenidos locales es escaso, por lo

cual existen horarios para transmitir en diferido el contenido de las sesiones. De ésta manera, nos

encontramos con que ninguno de los poderes advirtió dificultad alguna por parte del área de

información pública provincial, como tampoco se han expresado terceras voces en contra del

contenido público de la ley en cuestión. Es decir: ninguno de los sectores vinculados a la

televisión pública provincial han expresado su preocupación u oposición fundada ante lo



apiuuauu pui ci picuo ue lus icgisiauuies. .CI.SLO pouiia iiaueisc piouuciuo poi paue uc las

agencia*! de publicidad, periodistas organizados. etirre otros. Sin embargo. no ocurrió.

En síntesis, la omisión planteada por el ampacista no ha registrado justificación racional

alguna, ya que los responsables de dar cumplimiento al artículo 11° de la ley en cuestión no han

mvucauu mnguua ciivuusiaucia aLciiúVulc que lu exceptuase uc llevaí auelaiúe las LiausuiiMUucs.

Tamooco se conoce ninouna reda de excención oromovida desde la Leeislatura nmvincial al
i. t^f f~S i 1 t> i

respecto, ní presentación posterior por parte del ejecutivo

6.3 La iiiLiíscnca tclacióii tu tic acceso a la mÍGiüíaciou, uc'ucí uc difusión üc

acros de gobierno y mecanismos de rendición de cuentas.

A la luz de los hechos planteados, resulta imprescindible, y tiene esto un sesgo cultural

inevitable, recortar las diferencias que existen entre las normas vigentes y el funcionamiento real

ucl esiauu. Fara eüu, la lauoi uc lus oigamsmus úc cuntió! y la pamcipaeión uc la ciuuaüaiiía

resultan inevitables.

La publicidad de los actos de gobierno, señala Zarini, "es la divulgación que los

magistrados y funcionarios públicos deben hacer sobre la gestión que se les ha delegado. El

puculu ucuc csiai uicii mfuimauu, cu lumia pciuuaiicnic, uc lus acius Je quienes cjci^cii

funciones públicas. I^os que las desempeñan -para emplear una metáfora corriente- tienen que

actuar como en una casa de cristal" 2.

Alioia bien, csie deber, üe puuluauaü ue lus acLus uc Guuicnio lejos esiá úe alctui^aise si

se lo circunscribiera a la mera publicación de gacetillas en sitios de internet o volcar los

contenidos de los diarios de sesiones. Esto porque, la garantía de "plena difusión" mal puede

lograrse con la sola publicación en el boletín oficial o en la página institucional de la legislatura

La última de las cuestiones sobre las que a nuestro entender se asienta el deber de

publicidad, reside en el deber de información del listado, en un sentido amplísimo. Sin ello, las

aspiiaciunes ue la CICC sciáii la ciúmca úc un fiat-aso auunCía'dü.

Kl "derecho de información" ha sido interpretado en un doble aspecto. El derecho a

informar y el derecho a informarse. En cuanto al último es considerado como "pasivo y supone

la obligación correlativa de la publicidad -a cargo principalmente del Estado, sin perjuicio de la

de tos particulares- de todos ios actos de gobierno" ".

más importantes" 24, ya que importa un paso previo imprescindible para la participación, ya que

su inexistencia implica una forma de gobierno que teme al control general y, en consecuencia,

uisia uc sei üemouáuca. Consuiuyc, asimismo, un eleuiciiLu cseiiual para el couUul uc gesúúii y,

ñor ello, el oí anteamiento í>eneral referido a la necesidad de acceder a la información no es una



novedad ni patrimonio exclusivo de este país. Hace más de doscientos años, un revolucionario

como Danton, en pleno proceso de configuración de los derechos fundamentales, dijo que

"después del pan, la información es la primera necesidad del pueblo'.

Tales implicancias no fueron ajenas a nuestro proceso como nación. Recordar, a casi

doscientos anos, que el proceso de independencia de la Nación Argentina, se memora también

ante una frase que de alguna manera lo sintetiza: "el pueblo quiere saber de que se trata".

Debe de considerarse que la C.S.J.N. ha dispuesto que: "El objeto de las garantías

constitucionales que establecen los aits. 14 y 32 de la constitución es la comunicación de ideas e

información, la expresión o exteriorización de pensamientos o de conocimientos, por lo que tales

garantías, más allá de la literalidad de las palabras alusivas a la prensa y a la imprenta abarcan las

diversas formas en que la libertad de expresión se traduce. No es posible sostener lo contrarío,

sin menoscabo del Art, 31 de la Constitución y la Convención Americana sobre Derechos

Humanos, que en su Art. 13 inc, 1 ha incorporado al derecho positivo argentino el

derecho de informar y ser informado, especialmente sobre asuntos relativos a la cosa

pública"2S (del voto del Dr. Petracchi, CSJN; ED 112-239).

Asimismo, los tratados internacionales citados, consagran -con rango constitucional,

cfme, art. 75 inc, 22- el derecho a la información 26 y dicho derecho implica "la libertad de buscar,

RECIBIR y difundir informaciones o ideas".

Como lo señala Gordillo, no es en los actos individuales, sino en los pesados reglamentos,

en donde la administración despliega toda su arbitrariedad. Cuando el Estado quiere abusar de

poder redacta un reglamento. Luego ¡o cumple. En el campo de las licitaciones públicas, y más

específicamente en los pliegos del llamado es donde "se cometen las verdaderas tropelías, los

grandes costos al erario público, las grandes bases de la corrupción ulterior: lo demás es mera

continuación de lo ya empezado"2?.

Desde otra óptica y en atención al interés público que involucra la labor de los periodistas

a quienes la entidad presentante nuclea, también es esencial el cumplimiento de la manda legal

reclamado en tanto posibilita el acceso directo a la fuente de información. Entenderá V.S. que los

periodistas que cumplimos nuestra labor en la ciudad de Río Grande más de una vez nos vemos

imposibilitados de presenciar personalmente las Sesiones de la Legislatura con lo que la

información que podemos arrimar a la comunidad se ve seriamente limitada, condicionada por lo

que desde las oficinas de la demandada se informe a través de gacetillas de prensa o voceros que

no brindan la integraüdad de la fuente sino escuetas informaciones previos procesamiento,

edición y selección del material de que muchas veces no podemos disponer sino a través de la

televisación incumplida.-
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